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TEMA 6 

 

 LEY 50/1997, DE 27 DE NOVIEMBRE, DEL GOBIERNO. 

Artículo 5. Del Consejo de Ministros (se modifica el apartado 2) 

2. A las reuniones del Consejo de Ministros podrán asistir los Secretarios de Estado y 
excepcionalmente otros altos cargos, cuando sean convocados para ello, sin perjuicio de lo 
dispuesto en los tratados internacionales válidamente celebrados por España. 

Artículo 26. Procedimiento de elaboración de normas con rango de Ley y reglamentos. (se 
modifica el apartado 2) 

2. Se sustanciará una consulta pública, a través del portal web del departamento 
competente, con carácter previo a la elaboración del texto, en la que se recabará opinión 
de los sujetos potencialmente afectados por la futura norma y de las organizaciones más 
representativas acerca de: 

a) Los problemas que se pretenden solucionar con la nueva norma. 

b) La necesidad y oportunidad de su aprobación. 

c) Los objetivos de la norma. 

d) Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias. 

Podrá prescindirse del trámite de consulta pública previsto en este apartado cuando 
concurra cualquiera de las siguientes circunstancias: 

a) Cuando se trate de normas presupuestarias u organizativas de la Administración 
General del Estado o de las organizaciones dependientes o vinculadas a éstas. 

b) Cuando concurran razones graves de interés público que lo justifiquen. 

c) Cuando la propuesta normativa no tenga un impacto significativo en la actividad 
económica. 

d) Cuando la propuesta no imponga obligaciones relevantes a los destinatarios. 

e) Cuando la propuesta regule aspectos parciales de una materia. 

f) Cuando se acuerde la tramitación urgente de iniciativas normativas, en los términos 
previstos en el artículo 27.2. 

La concurrencia de alguna o varias de estas razones, debidamente motivadas, se 
justificarán en la Memoria del Análisis de Impacto Normativo. 

La consulta pública deberá realizarse de tal forma que todos los potenciales destinatarios 
de la norma tengan la posibilidad de emitir su opinión, para lo cual deberá proporcionarse 
un tiempo suficiente, que en ningún caso será inferior a quince días naturales. 
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TEMA 7 

 LEY ORGÁNICA 6/1985, DE 1 DE JULIO, DEL PODER JUDICIAL. 

Artículo 2 (se modifica) 

1. El ejercicio de la potestad jurisdiccional, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, 
corresponde exclusivamente a los jueces, a las juezas y a los Tribunales determinados en 
las leyes y en los tratados internacionales. 

2. Los jueces, las juezas y los Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el 
apartado anterior, y las demás que expresamente les sean atribuidas por ley en garantía 
de cualquier derecho. 

Artículo 3 (se modifica el apartado 1) 

1. La jurisdicción es única y se ejerce por los jueces, las juezas y los Tribunales previstos en 
esta ley orgánica, sin perjuicio de las potestades jurisdiccionales reconocidas por la 
Constitución a otros órganos. 

Artículo 7 (se modifica el apartado 3) 

3. Los jueces y las juezas protegerán los derechos e intereses legítimos, tanto individuales 
como colectivos, sin que en ningún caso pueda producirse indefensión. Para la defensa de 
estos últimos se reconocerá la legitimación de las corporaciones, asociaciones, 
organizaciones sindicales y grupos que resulten afectados o que estén legalmente 
habilitados para su defensa y promoción. 

Artículo 9 (se modifican los apartados 1 y 2) 

1. Los jueces y juezas, así como los Tribunales ejercerán su jurisdicción exclusivamente en 
aquellos casos en que les venga atribuida por esta u otra ley. 

2. Los jueces y juezas, así como los Tribunales del orden civil conocerán, además de las 
materias que les son propias, de todas aquellas que no estén atribuidas a otro orden 
jurisdiccional. 

En este orden civil, corresponderá a la Jurisdicción Militar la prevención de los juicios de 
testamentaría y de abintestato de los miembros de las Fuerzas Armadas que, en situación 
de conflicto armado, fallecieren en campaña o navegación, limitándose a la práctica de la 
asistencia imprescindible para disponer el sepelio del difunto y la formación del inventario 
y aseguramiento provisorio de sus bienes, dando siempre cuenta a la Autoridad judicial 
civil competente. 

Artículo 11 (se modifican los apartados 2 y 3) 

2. Los jueces y juezas, así como los Tribunales rechazarán fundadamente las peticiones, 
incidentes y excepciones que se formulen con manifiesto abuso de derecho o entrañen 
fraude de ley o procesal. 

3. Los jueces y juezas, así como los Tribunales, de conformidad con el principio de tutela 
efectiva consagrado en el artículo 24 de la Constitución, deberán resolver siempre sobre 
las pretensiones que se les formulen, y solo podrán desestimarlas por motivos formales 
cuando el defecto fuese insubsanable o no se subsanare por el procedimiento establecido 
en las leyes. 

Artículo 26 (se modifica) 

Los Tribunales a los que se atribuye el ejercicio de la potestad jurisdiccional son los siguientes: 

a) Jueces y juezas de paz. 

b) Tribunales de Instancia. 

c) Audiencias Provinciales. 
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d) Tribunales Superiores de Justicia. 

e) Tribunal Central de Instancia. 

f) Audiencia Nacional. 

g) Tribunal Supremo. 

Artículo 27 (se modifica) 

1. Cuando las Salas de los Tribunales se dividan en Secciones y hubiere dos o más, se 
designarán por numeración ordinal. 

2. Las plazas judiciales que integran los Tribunales de Instancia y el Tribunal Central de 
Instancia se designarán por numeración cardinal dentro de la misma Sección. 

Artículo 29 (se modifica) 

1. La planta de los tribunales se establecerá por ley. Será revisada con base en la evolución 
de las cargas de trabajo, población y otros parámetros que se consideren relevantes, al 
menos, cada cinco años, previo informe del Consejo General del Poder Judicial, para 
adaptarla a las nuevas necesidades. 

2. La revisión de la planta de los tribunales podrá ser instada por las comunidades 
autónomas con competencia en materia de Justicia para adaptarla a las necesidades de su 
ámbito territorial. 

Artículo 36 (se modifica) 

La creación de las Secciones de las Audiencias y Tribunales y de plazas judiciales, siempre que 
no suponga alteración de la demarcación judicial, corresponderá al Gobierno, oídos 
preceptivamente la comunidad autónoma afectada y el Consejo General del Poder Judicial. 

Artículo 65 (modifican los puntos 1º, 5º y 6º) 

1º. Del enjuiciamiento, salvo que corresponda en primera instancia a la Sección de lo Penal 
del Tribunal Central de Instancia, de las causas por los siguientes delitos: 

a) Delitos contra el titular de la Corona, su Consorte, su Sucesor o Sucesora, altos 
organismos de la Nación y forma de Gobierno. 

b) Falsificación de moneda y fabricación de tarjetas de crédito y débito falsas y cheques 
de viajero falsos o cualquier otro instrumento de pago distinto del efectivo, siempre 
que sean cometidos por organizaciones o grupos criminales. 

c) Defraudaciones y maquinaciones para alterar el precio de las cosas que produzcan o 
puedan producir grave repercusión en la seguridad del tráfico mercantil, en la 
economía nacional o perjuicio patrimonial en una generalidad de personas en el 
territorio de más de una Audiencia. 

d) Tráfico de drogas o estupefacientes, fraudes alimentarios y de sustancias 
farmacéuticas o medicinales, siempre que sean cometidos por bandas o grupos 
organizados y produzcan efectos en lugares pertenecientes a distintas Audiencias. 

e) Delitos cometidos fuera del territorio nacional, cuando conforme a las leyes o a los 
tratados corresponda su enjuiciamiento a los Tribunales españoles. 

f) Delitos atribuidos a la Fiscalía Europea en los artículos 22 y 25 del Reglamento (UE) 
2017/1939 del Consejo, de 12 de octubre de 2017, cuando aquella hubiera decidido 
ejercer su competencia. 

g) Delitos de contrabando de material de defensa, de otros materiales y de productos y 
tecnología de doble uso. 

En todo caso, la Sala de lo penal de la Audiencia Nacional extenderá su competencia al 
conocimiento de los delitos conexos con todos los anteriormente reseñados. 
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5º De los recursos establecidos en la ley contra las sentencias y otras resoluciones de la 
Sección de lo Penal, de la Sección de Instrucción, incluidas sus funciones como Jueces de 
garantías en los delitos de los que conozca la Fiscalía Europea, y de la Sección de 
Menores, del Tribunal Central de Instancia. 

6º De los recursos contra las resoluciones dictadas por la Sección de Vigilancia Penitenciaria 
del Tribunal Central de Instancia de conformidad con lo previsto en la disposición 
adicional quinta. 

Artículo 66 (se modifican las letras a, c y e) 

a) En única instancia, de los recursos contencioso-administrativos contra disposiciones y actos 
de los Ministros, Ministras, Secretarios y Secretarias de Estado que la ley no atribuya a la 
Sección de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Central de Instancia. 

c) De los recursos devolutivos que la ley establezca contra las resoluciones de la Sección de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Central de Instancia.. 

e) De las cuestiones de competencia que se puedan plantear entre los magistrados y 
magistradas de la Sección de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Central de 
Instancia y de aquellos otros recursos que excepcionalmente le atribuya la ley. 

Artículo 73 (se modifica el apartado 5) 

5. Le corresponde, igualmente, la decisión de las cuestiones de competencia entre Secciones 
de Menores de Tribunales de Instancia radicados en distintas provincias de la comunidad 
autónoma. 

Artículo 74 (se modifica) 

1. Las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia 
conocerán, en única instancia, de los recursos que se deduzcan en relación con: 

a) Los actos de las Entidades locales y de las Administraciones de las comunidades 
autónomas, cuyo conocimiento no esté atribuido a las Secciones de lo Contencioso-
Administrativo de los Tribunales de Instancia. 

b) Las disposiciones generales emanadas de las comunidades autónomas y de las 
Entidades locales. 

c) Los actos y disposiciones de los órganos de gobierno de las Asambleas legislativas de 
las comunidades autónomas y de las instituciones autonómicas análogas al Tribunal 
de Cuentas y al Defensor del Pueblo, en materia de personal, administración y 
gestión patrimonial. 

d) Los actos y resoluciones dictados por los Tribunales Económico-Administrativos 
Regionales y Locales que pongan fin a la vía económico-administrativa. 

e) Las resoluciones dictadas en alzada por el Tribunal Económico-Administrativo Central 
en materia de tributos cedidos. 

f) Los actos y disposiciones de las Juntas Electorales Provinciales y de Comunidades 
Autónomas, así como los recursos contencioso-electorales contra acuerdos de las 
Juntas Electorales sobre proclamación de electos y elección y proclamación de 
Presidentes y Presidentas de Corporaciones locales en los términos de la legislación 
electoral. 

g) Los convenios entre Administraciones públicas cuyas competencias se ejerzan en el 
ámbito territorial de la correspondiente comunidad autónoma. 

h) La prohibición o la propuesta de modificación de reuniones previstas en la Ley 
Orgánica 9/1983, de 15 de julio, reguladora del derecho de reunión. 
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i) Los actos y resoluciones dictados por órganos de la Administración General del 
Estado cuya competencia se extienda a todo el territorio nacional y cuyo nivel 
orgánico sea inferior a Ministro, Ministra, Secretario o Secretaria de Estado, en 
materias de personal, propiedades especiales y expropiación forzosa, a excepción de 
lo dispuesto en el artículo 82.2. 3.º 

j) Cualesquiera otras actuaciones administrativas no atribuidas expresamente a la 
competencia de otros órganos de este orden jurisdiccional. 

k) De la solicitud de autorización para la declaración prevista en la disposición adicional 
quinta de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales, cuando tal solicitud sea formulada 
por la autoridad de protección de datos de la comunidad autónoma respectiva. 

2. Conocerán, en segunda instancia, de las apelaciones promovidas contra sentencias y 
autos dictados en las Secciones de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales de 
Instancia y de los correspondientes recursos de queja. 

3. También les corresponde, con arreglo a lo establecido en esta ley, el conocimiento de los 
recursos de revisión contra las sentencias firmes dictadas en las Secciones de lo 
Contencioso-Administrativo de los Tribunales de Instancia. 

4. Conocerán de las cuestiones de competencia entre las Secciones de lo Contencioso-
Administrativo de los Tribunales de Instancia con sede en la comunidad autónoma. 

5. Corresponde a las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de 
Justicia autorizar, mediante auto, el requerimiento de información por parte de 
autoridades autonómicas de protección de datos a los operadores que presten servicios 
de comunicaciones electrónicas disponibles al público y de los prestadores de servicios de 
la sociedad de la información, cuando ello sea necesario de acuerdo con la legislación 
específica. 

Artículo 75 (se modifica) 

La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia conocerá: 

1º. En única instancia, de los procesos que la ley establezca sobre controversias que 
afecten a intereses de los trabajadores y trabajadoras y empresarios y empresarias en 
ámbito superior al de una Sección de lo Social del Tribunal de Instancia y no superior al 
de la comunidad autónoma. 

2º. De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas por las Secciones 
de lo Social de los Tribunales de Instancia de la comunidad autónoma, así como de los 
recursos de suplicación y los demás que prevé la ley contra las resoluciones de las 
Secciones de lo Mercantil de los Tribunales de Instancia de la comunidad autónoma en 
materia laboral, y las que resuelvan los incidentes concursales que versen sobre la 
misma materia. 

3º. De las cuestiones de competencia que se susciten entre las Secciones de lo Social de 
los Tribunales de Instancia de la comunidad autónoma. 

Artículo 82 (se modifica) 

1. Las Audiencias Provinciales conocerán en el orden penal: 

1º. De las causas por delito, a excepción de los que la ley atribuye al conocimiento de 
las Secciones de lo Penal de los Tribunales de Instancia o de otros Tribunales 
previstos en esta ley. 

2º. De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas por las 
Secciones de Instrucción y de lo Penal de los Tribunales de Instancia de la provincia. 
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Para el conocimiento de los recursos contra resoluciones de las Secciones de 
Instrucción de los Tribunales de Instancia en juicios por delitos leves la Audiencia se 
constituirá con un solo magistrado o magistrada, mediante un turno de reparto. 

3º. De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones en materia penal 
dictadas por las Secciones de Violencia sobre la Mujer y por las Secciones de 
Violencia contra la Infancia y la Adolescencia. A fin de facilitar el conocimiento de 
estos recursos, y atendiendo al número de asuntos existentes, deberán 
especializarse una o varias de sus Secciones de conformidad con lo previsto en el 
artículo 80.3 de la presente ley orgánica. Esta especialización se extenderá a 
aquellos supuestos en que corresponda a la Audiencia Provincial el enjuiciamiento 
en primera instancia de asuntos instruidos por las Secciones de Violencia sobre la 
Mujer, por las Secciones de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia y por las 
Secciones de Instrucción de los Tribunales de Instancia de la provincia, en 
procedimientos en los que las víctimas sean niños, niñas o adolescentes o víctimas 
de violencia sobre la mujer. 

4º. Las Audiencias Provinciales conocerán también de los recursos contra las 
resoluciones de las Secciones de Menores de los Tribunales de Instancia con sede 
en la provincia y de las cuestiones de competencia entre los mismos. 

5º. De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones de las Secciones de 
Vigilancia Penitenciaria de los Tribunales de Instancia, cuando la competencia no 
corresponda a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional. 

6º. De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo 
conocimiento sean competentes. 

2. Las Audiencias Provinciales conocerán en el orden civil: 

1º. De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas en primera 
instancia por las Secciones Civiles de los Tribunales de Instancia de la provincia. 

Para el conocimiento de los recursos contra resoluciones de las Secciones Civiles de 
los Tribunales de Instancia que se sigan por los trámites del juicio verbal por razón 
de la cuantía, la Audiencia se constituirá con un solo magistrado o magistrada, 
mediante un turno de reparto. 

2º. De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas en primera 
instancia por las Secciones de Familia, Infancia y Capacidad y en materia civil, por 
las Secciones de Violencia sobre la Mujer y las Secciones de Violencia contra la 
Infancia y la Adolescencia de los Tribunales de Instancia de la provincia. A fin de 
facilitar el conocimiento de estos recursos, y atendiendo al número de asuntos 
existentes, podrán especializarse una o varias de sus Secciones de conformidad con 
lo previsto en el artículo 82 bis y 80.3 de la presente ley orgánica. 

3º. De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas en primera 
instancia por las Secciones de lo Mercantil de los Tribunales de Instancia, salvo las 
que se dicten en incidentes concursales en materia laboral. Asimismo, conocerán 
de los recursos contra aquellas resoluciones que agoten la vía administrativa 
dictadas en materia de propiedad industrial por la Oficina Española de Patentes y 
Marcas. 

3. Asimismo, la Sección o Secciones de la Audiencia Provincial de Alicante especializadas en 
materia mercantil conocerán, además, en segunda instancia y de forma exclusiva, de 
todos aquellos recursos a los que se refiere el artículo 133 del Reglamento (UE) 
2017/1001 del Parlamento Europeo y del Consejo de 14 de junio de 2017 sobre la marca 

http://www.academiatamargo.com/


 

 

 
 

ACTUALIZACIÓN DEL VOL I DE GESTIÓN DEL PRINCIPADO 

 www.academiatamargo.com 
Página 7 

ACADEMIA TAMARGO S.L.U. 
 
ED: noviembre 2024 
 

de la Unión Europea y el Reglamento (CE) 6/2002, del Consejo, de 12 de diciembre de 
2001, sobre los dibujos y modelos comunitarios. En el ejercicio de esta competencia 
extenderán su jurisdicción a todo el territorio nacional, y a estos solos efectos se 
denominarán Tribunales de Marca de la Unión Europea. 

4. Corresponde igualmente a las Audiencias Provinciales el conocimiento: 

1º. De las cuestiones de competencia en materia civil y penal que se susciten entre los 
jueces, las juezas, los magistrados y las magistradas de un mismo o distinto Tribunal 
de Instancia de la provincia. 

2º. De las recusaciones de sus magistrados y magistradas, cuando la competencia no 
esté atribuida a la Sala especial existente a estos efectos en los Tribunales 
Superiores de Justicia. 

Artículo 82 bis (se modifica) 

1. El Consejo General del Poder Judicial, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de 
Justicia, podrá acordar que una o varias secciones de la misma Audiencia Provincial 
asuman el conocimiento de los recursos que se interpongan contra las resoluciones 
dictadas por los jueces, las juezas, los magistrados y las magistradas de las Secciones 
Civiles de los Tribunales de Instancia de la provincia sobre determinadas materias. 

2. El Consejo General del Poder Judicial, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de 
Justicia, podrá acordar que una o varias secciones de la misma Audiencia Provincial 
asuman el conocimiento de los recursos que se interpongan contra las resoluciones 
dictadas en primera instancia por los jueces, las juezas, los magistrados y las magistradas 
de las Secciones de Violencia sobre la Mujer, de las Secciones de Violencia contra la 
Infancia y la Adolescencia y de las Secciones de Familia, Infancia y Capacidad de la 
provincia. 

3. El Consejo General del Poder Judicial, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de 
Justicia, podrá acordar que una o varias secciones de la misma Audiencia Provincial 
asuman el conocimiento de los recursos que se interpongan contra las resoluciones 
dictadas en primera instancia por los jueces, las juezas, los magistrados y las magistradas 
de las Secciones de lo Mercantil y de los recursos contra aquellas resoluciones que agoten 
la vía administrativa dictadas en materia de propiedad industrial por la Oficina Española 
de Patentes y Marcas. El acuerdo de especialización deberá adoptarse necesariamente 
cuando el número de plazas de magistrados y magistradas de las Secciones de lo 
Mercantil existentes en la provincia fuera superior a cinco y podrá tener carácter 
excluyente del conocimiento de otros recursos atribuidos a la competencia de las 
secciones de la misma Audiencia Provincial. 

Si las secciones especializadas fueran más de una, el Consejo General del Poder Judicial 
deberá distribuir el conocimiento de los recursos entre ellas, en atención a las materias 
atribuidas a la competencia de las Secciones de lo Mercantil de los Tribunales de 
Instancia. 

4. Los acuerdos a que se refiere el presente artículo serán objeto de publicación en el 
"Boletín Oficial del Estado" y producirán efectos desde el inicio del año siguiente a aquel 
en que se adopten, salvo que, por razones de urgencia, razonadamente se establezca otro 
momento anterior. 
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DE LOS TRIBUNALES DE INSTANCIA Y DEL TRIBUNAL CENTRAL DE INSTANCIA (se 
modifica) 

Artículo 84 (se modifica) 

1. Habrá un Tribunal de Instancia en cada partido judicial, con sede en su capital, de la que 
tomará su nombre. 

2. Los Tribunales de Instancia estarán integrados por una Sección Única, de Civil y de 
Instrucción. En los supuestos determinados por la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de 
Demarcación y de Planta Judicial, el Tribunal de Instancia se integrará por una Sección 
Civil y otra Sección de Instrucción. 

Además de las anteriores, los Tribunales de Instancia podrán estar integrados por alguna 
o varias de las siguientes Secciones: 

a) De Familia, Infancia y Capacidad. 

b) De lo Mercantil. 

c) De Violencia sobre la Mujer. 

d) De Violencia contra la Infancia y la Adolescencia. 

e) De lo Penal. 

f) De Menores. 

g) De Vigilancia Penitenciaria. 

h) De lo Contencioso-Administrativo. 

i) De lo Social. 

3. Cada Tribunal de Instancia contará con una Presidencia. Las Secciones del Tribunal de 
Instancia contarán con una Presidencia de Sección cuando concurran las siguientes 
circunstancias: 

a) Que en el Tribunal de Instancia hubiere dos o más Secciones. 

b) Que en la Sección de que se trate existan ocho o más plazas judiciales. 

c) Que el número total de plazas judiciales del Tribunal de Instancia sea igual o superior 
a doce. 

4. El ejercicio de la función jurisdiccional corresponde a los jueces, las juezas, los 
magistrados y las magistradas destinados o destinadas en las diferentes Secciones que 
integren los Tribunales de Instancia. Su adscripción a las referidas Secciones será 
funcional. Conforme a criterios de racionalización del trabajo, los jueces, las juezas, los 
magistrados y las magistradas destinados o destinadas en una Sección del Tribunal de 
Instancia podrán conocer de los asuntos de nuevo ingreso de otras Secciones que lo 
integren, siempre que se trate de asuntos del mismo orden jurisdiccional. Esta asignación 
se realizará mediante acuerdo del Consejo General del Poder Judicial, a propuesta de la 
Presidencia del Tribunal y oída la Junta de Jueces y Juezas del orden jurisdiccional al que 
se refiera. Cuando la asignación se acuerde para cubrir ausencias provocadas por la 
concesión de comisiones de servicio o licencias de larga duración, podrá afectar a los 
asuntos de nuevo ingreso o a aquellos de los que esté conociendo el juez, la jueza, el 
magistrado o la magistrada que se encuentre en alguna de tales situaciones. Dichos 
acuerdos deberán publicarse en el "Boletín Oficial del Estado". 

5. Se podrá establecer que algunas de las Secciones que integren los Tribunales de Instancia 
extiendan su jurisdicción a uno o varios partidos judiciales de la misma provincia, o de 
varias provincias limítrofes dentro del ámbito de un mismo Tribunal Superior de Justicia. 
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6. En el Tribunal de Instancia se podrá nombrar a dos de sus jueces, juezas, magistrados o 
magistradas, conforme a un turno anual preestablecido y público, para que, junto con 
aquel o aquella a quien le hubiere sido turnado el asunto inicialmente, se encarguen de la 
instrucción de un determinado proceso penal o conozcan en primera instancia de un 
procedimiento de cualquier orden jurisdiccional cuando, en atención al volumen, la 
especial complejidad o el número de intervinientes de un procedimiento, tal 
nombramiento favorezca el ejercicio de la función jurisdiccional. En estos casos, para la 
adopción de cuantas resoluciones se dictaren en el curso del proceso, actuará como 
ponente aquel o aquella a quien le hubiere sido turnado el asunto inicialmente. Estos 
jueces, juezas, magistrados o magistradas conocerán de dicho procedimiento hasta su 
completa terminación, sin perjuicio de que se les puedan seguir repartiendo otros 
asuntos. 

Artículo 85 (se modifica) 

Con carácter general, en los Tribunales de Instancia, las Secciones Civiles o las Civiles y de 
Instrucción que constituyan una Sección Única extenderán su jurisdicción a un partido judicial. 

Estas Secciones conocerán, en el orden civil: 

1º. En primera instancia, de los juicios que no vengan atribuidos por esta ley a otros 
órganos judiciales. 

2º. De los actos de jurisdicción voluntaria en los términos que prevean las leyes. 

3º. De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones de los jueces y las juezas 
de paz del partido. 

4º. De las cuestiones de competencia en materia civil entre los jueces y las juezas de paz 
del partido. 

5º. De las solicitudes de reconocimiento y ejecución de sentencias y demás resoluciones 
judiciales extranjeras y de la ejecución de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros, 
a no ser que, con arreglo a lo acordado en los tratados y otras normas internacionales, 
corresponda su conocimiento a otra Sección o Tribunal. 

Artículo 86 (se modifica) 

1. Cuando se estime conveniente, en función de la carga de trabajo, se creará en el Tribunal 
de Instancia una Sección de Familia, Infancia y Capacidad, que extenderá su jurisdicción a 
todo el partido judicial. 

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el Gobierno podrá establecer por real 
decreto, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial y, en su caso, con informe 
favorable de la comunidad autónoma con competencias en materia de Justicia, Secciones 
de Familia, Infancia y Capacidad que extiendan su jurisdicción a dos o más partidos dentro 
de la misma provincia. 

3. El Consejo General del Poder Judicial, previo informe de las Salas de Gobierno, podrá 
acordar que, en aquellos Tribunales de Instancia donde no hubiere una Sección de 
Familia, Infancia y Capacidad y sea conveniente por razón de la carga de trabajo existente, 
el conocimiento de los asuntos referidos en este artículo corresponda a uno de los jueces, 
juezas, magistrados o magistradas de la Sección Civil, o Civil y de Instrucción que 
constituya una Sección Única, determinándose en esta situación que ese juez, jueza, 
magistrado o magistrada conozca de todos estos asuntos dentro del partido judicial, ya 
sea de forma exclusiva o conociendo también de otras materias. 

4. En los partidos judiciales en que exista un Tribunal de Instancia con Sección Única 
integrada por una sola plaza judicial, el juez o jueza que la ocupe será quien asuma el 
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conocimiento de los asuntos de familia cuando no se hubiere creado una Sección de 
Familia, Infancia y Capacidad. 

5. Las Secciones de Familia, Infancia y Capacidad conocerán de cuantas cuestiones se 
susciten en materia de familia en los términos previstos en las leyes. En todo caso, la 
jurisdicción de estas Secciones será exclusiva y excluyente en las siguientes materias: 

a) Las relativas al matrimonio y a su régimen económico matrimonial y las que tengan 
por objeto la adopción o modificación de medidas de trascendencia familiar y otras 
acciones derivadas de la crisis matrimonial o de la unión de hecho. 

b) Las que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos o hijas menores o 
sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos 
o hijas menores. 

c) Las relativas a modificación de medidas adoptadas en los procesos que versen sobre 
las materias previstas en las letras anteriores. 

d) Las que versen sobre maternidad, paternidad, filiación y adopción. 

e) Las relativas a los alimentos entre parientes. 

f) Las relativas a las relaciones paternofiliales. 

g) Las que versen sobre adopción de medidas judiciales de apoyo a personas con 
discapacidad, incluyendo los internamientos no voluntarios por razón de trastorno 
psíquico. 

h) Las relativas a la protección del menor, incluidas las que sean objeto de los 
procedimientos regulados en los artículos 778 bis y 778 ter y los capítulos IV bis y V 
del título I del libro IV de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. 

i) La oposición a las resoluciones y actos de la Dirección General de Seguridad Jurídica y 
Fe Pública en materia de Registro Civil que se tramitan por el procedimiento del 
artículo 781 bis de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. 

j) Los expedientes de jurisdicción voluntaria en materia de personas y familia, con 
excepción de los regulados en los capítulos IX y X del título I de la Ley 15/2015, de 2 
de julio, de la Jurisdicción Voluntaria. 

k) Las que versen sobre el reconocimiento de eficacia civil de resoluciones o decisiones 
eclesiásticas en materia matrimonial. 

l) El reconocimiento y la ejecución de sentencias y resoluciones judiciales extranjeras 
civiles sobre menores, familia y medidas de apoyo. 

m) Los procesos para la efectividad de los derechos reconocidos en el artículo 160 del 
Código Civil. 

n) Cualesquiera otras materias civiles relativas a la familia o la protección de la infancia 
o las personas con discapacidad. 

Artículo 86 bis 

(Suprimido) 

Artículo 86 ter 

(Suprimido) 

Artículo 86 quáter. 

(Suprimido) 

Artículo 86 quinquies. 

(Suprimido) 
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Artículo 87 (se modifica) 

1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia, 
existirá una Sección de lo Mercantil con jurisdicción en toda la provincia y sede en su 
capital. 

2. En aquellas provincias donde, por razón de la carga de trabajo, no se constituya una 
Sección de lo Mercantil el conocimiento de los asuntos referidos en este artículo 
corresponderá a uno de los jueces o a una de las juezas de la Sección Civil, o Civil y de 
Instrucción que constituya una Sección Única en el Tribunal de Instancia de la capital de 
provincia. 

3. Por excepción a lo establecido en los apartados anteriores, cuando una provincia tenga 
una población inferior a los 500.000 habitantes, el Gobierno por real decreto, a propuesta 
del Consejo General del Poder Judicial con informe favorable previo de la comunidad 
autónoma con competencias en materia de Justicia o a propuesta de esta comunidad oído 
el Consejo General del Poder Judicial, podrá extender a esa provincia la jurisdicción de la 
Sección de lo Mercantil de otra provincia limítrofe perteneciente a la misma comunidad 
autónoma. 

4. Cuando un partido judicial cuente con más de 250.000 habitantes y, perteneciendo a la 
misma provincia, no sea limítrofe con el de su capital, el Gobierno, a propuesta del 
Consejo General del Poder Judicial y con informe favorable previo de la comunidad 
autónoma con competencias en materia de Justicia o a propuesta de la comunidad 
autónoma con competencias en materia de Justicia y oído el Consejo General del Poder 
Judicial, podrá crear una Sección de lo Mercantil en el Tribunal de Instancia de aquel 
partido judicial con jurisdicción en él y en aquellos otros partidos judiciales limítrofes que 
se considere oportuno. 

5. En aquellas capitales de provincia en las que exista más de un juez, jueza, magistrado o 
magistrada en la Sección de lo Mercantil y menos de cinco, las solicitudes de declaración 
de concurso de acreedores de persona natural se repartirán a uno solo de ellos. Si el 
número de jueces, juezas, magistrados y magistradas de dicha Sección fuera más de cinco, 
esas solicitudes se repartirán a dos o más igualmente determinados, con exclusión de los 
demás. 

6. Las Secciones de lo Mercantil conocerán de las siguientes materias: 

a) De cuantas cuestiones sean de la competencia del orden jurisdiccional civil en 
materia de propiedad intelectual e industrial; competencia desleal y publicidad; 
sociedades mercantiles, sociedades cooperativas, agrupaciones de interés 
económico; transporte terrestre, nacional o internacional; derecho marítimo y 
derecho aéreo. 

Por excepción a lo establecido en el párrafo anterior, las Secciones de lo Mercantil no 
serán competentes para conocer de las pretensiones basadas exclusivamente en el 
Reglamento (CE) n.º 261/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de 
febrero de 2004, por el que se establecen normas comunes sobre compensación y 
asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de 
cancelación o gran retraso de los vuelos, y se deroga el Reglamento (CEE) n.°295/91; 
en el Reglamento (UE) 2021/782 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de 
abril de 2021, sobre los derechos y las obligaciones de los viajeros de ferrocarril; en el 
Reglamento (UE) n.º 181/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de 
febrero de 2011, sobre los derechos de los viajeros de autobús y autocar y por el que 
se modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004; y en el Reglamento (UE) n.º 
1177/2010 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de noviembre de 2010, 
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sobre los derechos de los pasajeros que viajan por mar y por vías navegables y por el 
que se modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004. 

b) De las acciones relativas a la aplicación de los artículos 101 y 102 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea y de los artículos 1 y 2 de la Ley 15/2007, de 3 
de julio, de Defensa de la Competencia, así como de las pretensiones de 
resarcimiento del perjuicio ocasionado por la infracción del Derecho de la 
competencia. 

c) De los recursos directos contra las calificaciones negativas de los registradores y las 
registradoras mercantiles o, en su caso, contra las resoluciones expresas o presuntas 
de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública relativas a esas 
calificaciones. 

7. Las Secciones de lo Mercantil conocerán, además, de cuantas cuestiones sean de la 
competencia del orden jurisdiccional civil en materia de concurso de acreedores o 
acreedoras, cualquiera que sea la condición civil o mercantil de la persona deudora, de los 
planes de reestructuración y del procedimiento especial para microempresas, en los 
términos establecidos por el texto refundido de la Ley Concursal, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo. En relación con la jurisdicción del juez o de la 
jueza del concurso: 

a) En todo caso será exclusiva y excluyente en las siguientes materias: 

1.ª Las acciones civiles con trascendencia patrimonial que se dirijan contra la persona 
concursada, con excepción de las que se ejerciten en los procesos civiles sobre 
capacidad, filiación, matrimonio y menores. 

2.ª Las ejecuciones relativas a créditos concursales o contra la masa sobre los bienes 
y derechos de la persona concursada integrados o que se integren en la masa 
activa, cualquiera que sea el tribunal o la autoridad administrativa que la hubiera 
ordenado, sin más excepciones que las previstas en la legislación concursal. 

3.ª La determinación del carácter necesario de un bien o derecho para la continuidad 
de la actividad profesional o empresarial de la persona deudora. 

4.ª La declaración de la existencia de sucesión de empresa a efectos laborales y de 
seguridad social en los casos de transmisión de unidad o de unidades productivas 
y la determinación de los límites de esa declaración conforme a lo dispuesto en la 
legislación laboral y de seguridad social. 

5.ª Las medidas cautelares que afecten o pudieran afectar a los bienes y derechos de 
la persona concursada integrados o que se integren en la masa activa, cualquiera 
que sea el tribunal o la autoridad administrativa que la hubiera acordado, excepto 
las que se adopten en los procesos civiles sobre provisión de medidas de apoyo y 
otros relativos a personas con discapacidad, filiación, matrimonio y menores. 

6.ª Las demás materias establecidas en la legislación concursal. 

b) Cuando el deudor o la deudora sea persona natural, la jurisdicción del juez o de la 
jueza del concurso será también exclusiva y excluyente en las siguientes materias: 

1.ª Las que en el procedimiento concursal debe adoptar en relación con la 
asistencia jurídica gratuita. 

2.ª La disolución y liquidación de la sociedad o comunidad conyugal de la persona 
concursada. 

c) Cuando el deudor sea persona jurídica, la jurisdicción del juez o de la jueza del 
concurso será exclusiva y excluyente en las siguientes materias: 
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1.ª Las acciones de reclamación de deudas sociales que se ejerciten contra los 
socios de la sociedad concursada que sean subsidiariamente responsables del 
pago de esas deudas, cualquiera que sea la fecha en que se hubieran 
contraído, y las acciones para exigir a los socios de la sociedad concursada el 
desembolso de las aportaciones sociales diferidas o el cumplimiento de las 
prestaciones accesorias. 

2.ª Las acciones de responsabilidad civil contra los administradores, 
administradoras, liquidadores o liquidadoras, de derecho o de hecho; contra la 
persona natural designada para el ejercicio permanente de las funciones 
propias del cargo de administrador persona jurídica; y contra las personas, 
cualquiera que sea su denominación, que tengan atribuidas facultades de la 
más alta dirección de la sociedad cuando no exista delegación permanente de 
facultades del consejo de administración en uno o varios consejeros delegados 
o en una comisión ejecutiva, por los daños y perjuicios causados, antes o 
después de la declaración judicial de concurso, a la persona jurídica 
concursada. En todo caso, quedará excluida de esta jurisdicción la revisión de 
las acciones de responsabilidad que ejerzan las Administraciones Públicas en el 
ejercicio de su autotutela. 

3.ª Las acciones de responsabilidad contra los auditores y auditoras por los daños 
y perjuicios causados, antes o después de la declaración judicial de concurso, a 
la persona jurídica concursada. 

d) La jurisdicción del juez o jueza del concurso es exclusiva y excluyente para conocer de 
las acciones sociales que tengan por objeto la modificación sustancial de las 
condiciones de trabajo, el traslado, el despido, la suspensión de contratos y la 
reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción 
que, conforme a la legislación laboral y a lo establecido en la legislación concursal, 
tengan carácter colectivo, así como de las que versen sobre la suspensión o extinción 
de contratos de alta dirección. 

La suspensión de contratos y la reducción de jornada tendrán carácter colectivo 
cuando afecten al número de trabajadores establecido en la legislación laboral para 
la modificación sustancial de las condiciones de trabajo con este carácter. 

e) La jurisdicción del juez o jueza del concurso se extiende a todas las cuestiones 
prejudiciales civiles, sin más excepciones que las establecidas en la legislación 
concursal, las administrativas y las sociales directamente relacionadas con el 
concurso o cuya resolución sea necesaria para la adecuada tramitación del 
procedimiento concursal. La decisión sobre estas cuestiones no surtirá efecto fuera 
del concurso de acreedores en que se produzca. 

8. Las Secciones de lo Mercantil serán competentes para el reconocimiento y ejecución de 
sentencias y demás resoluciones judiciales extranjeras cuando éstas versen sobre 
cualquiera de las materias a que se refiere este artículo, salvo que, según los tratados y 
otras normas internacionales, el conocimiento de esa materia corresponda a otro órgano 
judicial. 

9. Las Secciones de lo Mercantil tendrán competencia exclusiva para conocer en primera 
instancia, de acuerdo con la atribución de competencia objetiva, territorial y funcional 
establecida en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, de los recursos 
contra las resoluciones dictadas por la Sección Primera de la Comisión de Propiedad 
Intelectual para resolver las cuestiones litigiosas sobre el acuerdo previsto en el artículo 
129 bis.3 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real 
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Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril. Dichos Juzgados podrán, en todo caso, 
pronunciarse sobre el fondo de la controversia, así como suspender cautelarmente la 
ejecución de la resolución dictada por la Sección Primera mientras se resuelve el 
procedimiento en sede judicial. 

10. Además de la competencia para conocer con jurisdicción en toda la provincia de las 
materias a que se refiere este artículo, la Sección de lo Mercantil del Tribunal de Instancia 
de Alicante tendrá competencia exclusiva para conocer en primera instancia con 
jurisdicción en todo el territorio nacional de aquellas acciones que se ejerciten al amparo 
de lo establecido en el Reglamento (UE) 2017/1001 del Parlamento y del Consejo, de 14 
de junio de 2017, sobre la marca de la Unión Europea, y del Reglamento (CE) n.º 6/2002, 
del Consejo, de 12 de diciembre de 2001, sobre los dibujos y modelos comunitarios. 

A los solos efectos de la competencia específica a que se refiere el párrafo anterior, dicha 
Sección se denominará Tribunal de Marca de la Unión Europea y tendrá también 
competencia exclusiva para conocer de aquellas demandas civiles en las que se ejerciten 
acumuladas acciones relativas a marcas de la Unión y a marcas nacionales o 
internacionales idénticas o similares; y de aquellas en las que existiera cualquier otra 
conexión entre las acciones ejercitadas si al menos una de ellas estuviera basada en un 
registro o solicitud de marca de la Unión. 

Artículo 87 bis 

(Suprimido) 

Artículo 87 ter 

(Suprimido) 

Artículo 87 quáter 

(Suprimido) 

Artículo 88 (se modifica) 

1. Con carácter general, en los Tribunales de Instancia, las Secciones de Instrucción o las 
Secciones Únicas extenderán su jurisdicción a un partido judicial. 

Estas Secciones conocerán, en el orden penal: 

a) De la instrucción de las causas por delito cuyo enjuiciamiento corresponda a las 
Audiencias Provinciales y a las Secciones de lo Penal de los Tribunales de Instancia, 
excepto de la instrucción de aquellas causas que sean competencia de las Secciones 
de Violencia sobre la Mujer o de la Sección de Violencia contra la Infancia y la 
Adolescencia. 

b) Les corresponde asimismo dictar sentencia de conformidad con la acusación en los 
casos establecidos por la ley y en los procesos por aceptación de decreto. 

c) Del conocimiento y fallo de los juicios por delito leve, salvo los que sean competencia 
de los jueces y juezas de paz o de las Secciones de Violencia sobre la Mujer o de la 
Sección de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia. 

d) De los procedimientos de habeas corpus. 

e) De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas por los jueces y 
las juezas de paz del partido y de las cuestiones de competencia entre estos. 

f) De la adopción de la orden de protección a las víctimas de violencia sobre la mujer, 
infancia y adolescencia cuando esté desarrollando funciones de guardia, siempre que 
no pueda ser adoptada por el juez, la jueza, el magistrado o la magistrada de la 
Sección de Violencia sobre la Mujer o de la Sección correspondiente que asuma el 
conocimiento de estos asuntos. 
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g) De la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de 
resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley. 

h) De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo 
conocimiento sean competentes. 

2. Asimismo, las Secciones de Instrucción y las Secciones Únicas conocerán de la 
autorización del internamiento de extranjeros en los centros de internamiento, así como 
del control de la estancia de éstos en los mismos y en las salas de inadmisión de fronteras. 
También conocerán de las peticiones y quejas que planteen los internos en cuanto 
afecten a sus derechos fundamentales. 

3. Los procedimientos de revisión de medidas por modificación de circunstancias podrán ser 
tramitados por el juez o jueza inicialmente competente. 

4. Excepcionalmente, el Consejo General del Poder Judicial, con informe de la Fiscalía 
General del Estado, podrá acordar la agrupación de las Secciones de Instrucción y de las 
Secciones Únicas de varios partidos judiciales limítrofes, dentro de una misma provincia, 
siempre que, por razón del incremento de las actividades delictivas de organizaciones 
criminales vinculadas al tráfico de drogas o personas, se produzca un destacado aumento 
en el volumen de asuntos penales de esta naturaleza en determinadas zonas o períodos. 

La modificación singular en estos casos se limitará al periodo de tiempo en que se 
produzca la coyuntura que la motiva y a la instrucción de los procesos penales 
relacionados con los tipos delictivos que justifican el establecimiento de esa agrupación. 

Para acordar dicha agrupación será necesario contar con la propuesta o informe tanto de 
la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia correspondiente como de las Juntas 
de Jueces y Juezas de las poblaciones afectadas. 

El Consejo General del Poder Judicial, antes de adoptar decisión alguna sobre la propuesta 
de que se trate, recabará el parecer del Ministerio de Justicia y el de la Comunidad 
Autónoma con competencias en materia de Justicia. En todo caso, la efectividad de dicha 
decisión no implicará el aumento de dotaciones presupuestarias. 

5. La agrupación de Secciones a que se refiere el apartado anterior estará presidida por el 
Presidente o la Presidenta del Tribunal de Instancia del partido judicial con mayor número 
de habitantes quien, junto con los Presidentes o Presidentas de Sección que la integren, o, 
en su defecto, con los Presidentes o Presidentas de los Tribunales de Instancia afectados, 
elaborará las normas para el reparto de asuntos concretos materia de la agrupación, que 
posteriormente se aprobarán por la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia 
respectivo. Tales normas de reparto no podrán afectar a los procedimientos ya en trámite 
en cada una de las Secciones. 

6. El reparto de asuntos entre las diferentes Secciones se realizará por el letrado o la letrada 
directores del Servicio Común General del Tribunal de Instancia con mayor número de 
habitantes de entre los que componen la agrupación. El Presidente o la Presidenta del 
Tribunal de Instancia de ese partido judicial con mayor número de habitantes resolverá, 
con carácter gubernativo, las cuestiones que se planteen y corregirá las irregularidades 
que puedan producirse, adoptando las medidas necesarias y promoviendo, en su caso, la 
exigencia de las responsabilidades que procedan. 

Artículo 89 (se modifica) (vigente a partir del 03/10/2025) 

1. El Consejo General del Poder Judicial, previo informe de las Salas de Gobierno, podrá 
acordar que, en aquellos Tribunales de Instancia donde no hubiere una Sección de 
Violencia sobre la Mujer y sea conveniente por razón de la carga de trabajo existente, el 
conocimiento de los asuntos referidos en este artículo corresponda a uno de los jueces o 
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juezas de la Sección de Instrucción, o de Civil y de Instrucción que constituya una Sección 
Única, determinándose en esta situación que ese juez o jueza conozca de todos estos 
asuntos dentro del partido judicial, ya sea de forma exclusiva o conociendo también de 
otras materias. 

2. Cuando se estime conveniente, en función de la carga de trabajo, se creará en el Tribunal 
de Instancia una Sección de Violencia sobre la Mujer, que extenderá su jurisdicción a todo 
el partido judicial. 

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el Gobierno podrá establecer por real 
decreto, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial y, en su caso, con informe de 
la comunidad autónoma con competencias en materia de Justicia, Secciones de Violencia 
sobre la Mujer que extiendan su jurisdicción a dos o más partidos dentro de la misma 
provincia. 

4. En los partidos judiciales en que exista un Tribunal de Instancia con Sección Única 
integrada por una sola plaza judicial, el juez o jueza que la ocupe será quien asuma el 
conocimiento de los asuntos a que se refiere este artículo, cuando ninguna Sección de 
Violencia sobre la Mujer extienda su jurisdicción a ese partido judicial. 

5. Las Secciones de Violencia sobre la Mujer conocerán, en el orden penal, de conformidad 
en todo caso con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, de los siguientes supuestos: 

a) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos 
recogidos en los Títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, 
lesiones al feto, delitos contra la libertad, delitos contra la integridad moral, contra la 
libertad e indemnidad sexual, contra la intimidad y el derecho a la propia imagen, 
contra el honor o cualquier otro delito cometido con violencia o intimidación, 
siempre que se hubiesen cometido contra quien sea o haya sido su esposa o mujer 
que esté o haya estado ligada al autor por análoga relación de afectividad, aun sin 
convivencia, así como de los cometidos sobre los descendientes, propios o de la 
esposa o conviviente, o sobre los menores o personas con discapacidad que con él 
convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda 
de hecho de la esposa o conviviente, cuando también se haya producido un acto de 
violencia de género. 

b) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier 
delito contra las relaciones familiares, cuando la víctima sea alguna de las personas 
señaladas en la letra anterior. 

c) De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin 
perjuicio de las competencias atribuidas al juez o jueza de guardia. 

d) Del conocimiento y fallo de los delitos leves que les atribuya la ley cuando la víctima 
sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra a). 

e) Dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos establecidos por la ley. 

f) De la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de 
resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley. 

g) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por el delito de 
quebrantamiento previsto y penado en el artículo 468 del Código Penal cuando la 
persona ofendida por el delito cuya condena, medida cautelar o medida de seguridad 
se haya quebrantado sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado 
ligada al autor por una análoga relación de afectividad aun sin convivencia, así como 
los descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o los menores o personas 
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con discapacidad con medidas de apoyo que con él convivan o que se hallen sujetos a 
la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o 
conviviente, así como cuando la persona ofendida lo sea por alguno de los delitos 
señalados en la letra h) de este apartado. 

h) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos 
contra la libertad sexual previstos en el título VIII del libro II del Código Penal, por los 
delitos de mutilación genital femenina, matrimonio forzado, acoso con connotación 
sexual y la trata con fines de explotación sexual cuando la persona ofendida por el 
delito sea mujer. 

6. Las Secciones de Violencia sobre la Mujer podrán conocer en el orden civil, en todo caso 
de conformidad con los procedimientos y recursos previstos en la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, de los siguientes asuntos: 

a) Los relativos al matrimonio y a su régimen económico matrimonial y los que tengan 
por objeto la adopción o modificación de medidas de trascendencia familiar y otras 
acciones derivadas de la crisis matrimonial o de la unión de hecho. 

b) Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos e hijas menores o 
sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos 
e hijas menores. 

c) Los relativos a modificación de medidas adoptadas en los procesos que versen sobre 
las materias previstas en las letras anteriores. 

d) Los que versen sobre maternidad, paternidad, filiación y adopción. 

e) Los relativos a las relaciones paternofiliales. 

f) Los relativos a la protección del menor, incluidas en los capítulos IV bis y V del título I 
del libro IV de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. 

g) Los expedientes de jurisdicción voluntaria en materia de personas y familia, con 
excepción de los regulados en los capítulos IX y X del título II de la Ley 15/2015, de 2 
de julio, de Jurisdicción Voluntaria. 

h) Los que versen sobre los procedimientos de liquidación del régimen económico 
matrimonial instados por los herederos de la mujer víctima de violencia de género, 
así como los que se insten frente a estos herederos. 

i) Los que versen sobre el reconocimiento de eficacia civil de resoluciones o decisiones 
eclesiásticas en materia matrimonial. 

j) El reconocimiento y la ejecución de sentencias y resoluciones judiciales extranjeras 
civiles sobre menores y familia. 

k) Los procesos para la efectividad de los derechos reconocidos en el artículo 160 del 
Código Civil. 

7. Las Secciones de Violencia sobre la Mujer tendrán de forma exclusiva y excluyente 
competencia en el orden civil cuando concurran simultáneamente los siguientes 
requisitos: 

a) Que se trate de un proceso civil que tenga por objeto alguna de las materias 
indicadas en el apartado 6 del presente artículo. 

b) Que alguna de las partes del proceso civil sea víctima de actos de violencia de 
género, en los términos a que hace referencia el apartado 5. a), o de actos de 
violencia sexual, en los términos a que hace referencia el apartado 5.h) del presente 
artículo. 
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c) Que alguna de las partes del proceso civil sea imputado como autor, inductor o 
cooperador necesario en la realización de actos de violencia de género o de violencia 
sexual. 

d) Que se hayan iniciado ante la Sección de Violencia sobre la Mujer de un Tribunal de 
Instancia actuaciones penales por delito o delito leve a consecuencia de un acto de 
violencia de género o de un acto de violencia sexual, o se haya adoptado una orden 
de protección a una víctima de violencia de género. 

8. Cuando el juez o la jueza apreciara que los actos puestos en su conocimiento, de forma 
notoria, no constituyen expresión de violencia de género o de violencia sexual, podrá 
inadmitir la pretensión, remitiéndola al órgano judicial competente. 

9. En todos estos casos está vedada la utilización de los medios adecuados de solución de 
controversias. 

10. El Consejo General del Poder Judicial deberá estudiar, en el ámbito de sus competencias, 
la necesidad o carencia de dependencias que impidan la confrontación de la víctima y el 
agresor durante el proceso, así como impulsar, en su caso, la creación de las mismas, en 
colaboración con el Ministerio de Justicia y las comunidades autónomas competentes. Se 
procurará que estas mismas dependencias sean utilizadas en los casos de agresiones 
sexuales y de trata de personas con fines de explotación sexual. En todo caso, estas 
dependencias deberán ser plenamente accesibles, condición de obligado cumplimiento de 
los entornos, productos y servicios con el fin de que sean comprensibles, utilizables y 
practicables por todas las mujeres y menores víctimas sin excepción. 

11. El Consejo General del Poder Judicial encomendará al Observatorio contra la Violencia 
Doméstica y de Género la evaluación de los datos provenientes de las Secciones de 
Violencia sobre la Mujer, así como de aquellos asuntos relacionados con esta materia en 
órganos judiciales no específicos. 

Anualmente se elaborará un informe sobre los datos relativos a violencia de género y 
violencia sexual, que será publicado y remitido a la Comisión de seguimiento y evaluación 
de los acuerdos del Pacto de Estado en materia de Violencia de Género del Congreso de 
los Diputados, así como a la Comisión de seguimiento y evaluación de las estrategias 
acordadas por el Senado dentro del Pacto de Estado contra la Violencia de Género. 

La información mencionada en el párrafo anterior se incorporará a la Memoria Anual del 
Consejo General del Poder Judicial. 

La información estadística obtenida en aplicación de este apartado deberá poder 
desagregarse con un indicador de discapacidad de las víctimas. 

Igualmente, permitirá establecer un registro estadístico de las menores víctimas de 
violencia de género, que permita también la desagregación con indicador de 
discapacidad. 

Artículo 89 bis (se modifica) 

1. El Consejo General del Poder Judicial, previo informe de las Salas de Gobierno, podrá 
acordar que, en aquellos Tribunales de Instancia donde no hubiere una Sección de 
Violencia contra la Infancia y la Adolescencia y sea conveniente por razón de la carga de 
trabajo existente, el conocimiento de los asuntos referidos en este artículo corresponda a 
uno de los jueces o juezas de la Sección de Instrucción, o de Civil y de Instrucción que 
constituya una Sección Única, determinándose en esta situación que uno solo de estos 
jueces o juezas conozca de todos estos asuntos dentro del partido judicial, ya sea de 
forma exclusiva o conociendo también de otras materias. 
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2. Cuando se estime conveniente, en función de la carga de trabajo, se creará en el Tribunal 
de Instancia una Sección de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia, que extenderá 
su jurisdicción a todo el partido judicial. 

3. No obstante lo anterior, excepcionalmente, el Gobierno podrá establecer por real 
decreto, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial y en su caso, con informe de 
la comunidad autónoma con competencias en materia de Justicia, las Secciones de 
Violencia contra la Infancia y la Adolescencia que extiendan su jurisdicción a dos o más 
partidos dentro de la misma provincia. 

4. En los partidos judiciales en que exista un Tribunal de Instancia con Sección Única 
integrada por un solo juez será éste el que asuma el conocimiento de los asuntos a que se 
refiere este artículo, cuando ninguna Sección de Violencia contra la Infancia y 
Adolescencia extienda su jurisdicción a ese partido judicial. 

5. Las Secciones de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia conocerán, en el orden 
penal, de conformidad en todo caso con los procedimientos y recursos previstos en la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, de la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad 
penal por los delitos recogidos en los Títulos del Código Penal relativos a: 

a) Homicidio, aborto, lesiones o lesiones al feto, cometidos contra niños, niñas y 
adolescentes. 

b) Delitos contra la libertad, delito de torturas y contra la integridad moral, delitos 
contra la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del domicilio, 
delitos contra la libertad e indemnidad sexual, delitos contra el honor, delitos contra 
las relaciones familiares, o cualquier otro delito cometido con violencia o 
intimidación, cuando la víctima sea niño, niña o adolescente. 

c) Delito de trata de seres humanos del artículo 177 bis del Código Penal cuando al 
menos una de las víctimas sea niño, niña o adolescente. 

d) Delito de quebrantamiento previsto y penado en el artículo 468 del Código Penal 
cuando la persona ofendida por el delito cuya condena, medida cautelar o medida de 
seguridad se haya quebrantado sea niño, niña o adolescente. 

Las Secciones de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia serán igualmente 
competentes para: 

a) La adopción de las medidas cautelares legalmente previstas que aseguren la 
protección de las víctimas menores de edad, sin perjuicio de las competencias 
atribuidas al juez de guardia. 

b) El conocimiento y fallo de los delitos leves que les atribuya la ley cuando la víctima 
sea niño, niña o adolescente. 

c) Dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos establecidos por la ley. 

d) La emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de 
resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley. 

6. El Consejo General del Poder Judicial deberá estudiar, en el ámbito de sus competencias, 
la necesidad o carencia de dependencias que impidan la confrontación de la víctima y el 
agresor durante el proceso, así como impulsar, en su caso, la creación de las mismas, en 
colaboración con el Ministerio de Justicia y las comunidades autónomas competentes. En 
todo caso, estas dependencias deberán ser plenamente accesibles, condición de obligado 
cumplimiento de los entornos, productos y servicios con el fin de que sean comprensibles, 
utilizables y practicables por todas las víctimas sin excepción. 
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7. En caso de que los hechos objeto de instrucción por la Sección de Violencia contra la 
Infancia y Adolescencia también pudieran ser conocidos por la Sección de Violencia sobre 
la Mujer, la competencia le corresponderá en todo caso a la última. 

Artículo 90 (se modifica) 

1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia, con sede en la capital de cada provincia 
y con jurisdicción en toda ella, existirá una Sección de lo Penal. 

2. También podrán establecerse Secciones de lo Penal en Tribunales de Instancia que tengan 
su sede en poblaciones distintas de la capital de provincia, delimitándose en cada caso el 
ámbito territorial de su jurisdicción. 

3. Las Secciones de lo Penal enjuiciarán las causas por delito que la ley determine. 

A fin de facilitar el conocimiento de los asuntos instruidos por las Secciones de Violencia 
sobre la Mujer y las Secciones de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia, y 
atendiendo al número de asuntos existentes, deberán especializarse una o varias plazas 
judiciales de la Sección de lo Penal, de conformidad con lo previsto en el artículo 96 de la 
presente ley. 

4. Corresponde asimismo a las Secciones de lo Penal la ejecución de las sentencias dictadas 
en causas por delito grave o menos grave por las Secciones de Instrucción, Secciones de 
Violencia sobre la Mujer y Secciones de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia; el 
reconocimiento y ejecución de las resoluciones que impongan sanciones pecuniarias 
transmitidas por las autoridades competentes de otros Estados miembros de la Unión 
Europea, cuando las mismas deban cumplirse en territorio español, y los procedimientos 
de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes. 

5. Corresponde a las Secciones de lo Penal la emisión y la ejecución de los instrumentos de 
reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la 
ley. 

Artículo 91 (se modifica) 

1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia, 
y con jurisdicción en toda ella, existirá una Sección de Menores. No obstante, cuando el 
volumen de trabajo lo aconseje, podrán establecerse Secciones de Menores cuya 
jurisdicción se extienda o bien a un partido determinado o agrupación de partidos, o bien 
a dos o más provincias de la misma comunidad autónoma. Tomarán su nombre de la 
población donde radique su sede. 

2. Corresponde a las Secciones de Menores de los Tribunales de Instancia el ejercicio de las 
funciones que establezcan las leyes para con los menores que hubieren incurrido en 
conductas tipificadas por la ley como delito o delito leve y aquellas otras que, en relación 
con los menores de edad, les atribuyan las leyes, así como de la emisión y la ejecución de 
los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea 
que les atribuya la ley. 

Artículo 92 (se modifica) 

1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia, 
dentro del orden jurisdiccional penal, existirá una Sección de Vigilancia Penitenciaria, que 
tendrá las funciones jurisdiccionales previstas en la ley en materia de ejecución de penas 
privativas de libertad y medidas de seguridad, emisión y ejecución de los instrumentos de 
reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la 
ley, control jurisdiccional de la potestad disciplinaria de las autoridades penitenciarias, 
amparo de los derechos y beneficios de los internos en los establecimientos 
penitenciarios y demás que señale la ley. 
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2. Podrán establecerse Secciones de Vigilancia Penitenciaria en Tribunales de Instancia que 
tengan su sede en poblaciones distintas de la capital de provincia, delimitándose en cada 
caso el ámbito territorial de su jurisdicción. El Gobierno establecerá la sede de estas 
Secciones, previa audiencia de la comunidad autónoma afectada y del Consejo General 
del Poder Judicial. 

3. El número de Tribunales de Instancia con Secciones de Vigilancia Penitenciaria, su ámbito 
territorial y número de magistrados y magistradas integrantes de cada una de ellas, se 
determinará en la Ley de Demarcación y Planta Judicial, atendiendo principalmente a los 
establecimientos penitenciarios existentes y a la clase de éstos. 

4. Podrá establecerse que la Sección de Vigilancia Penitenciaria extienda su jurisdicción a 
dos o más provincias de la misma comunidad autónoma, o uno o más partidos dentro de 
la misma provincia. 

5. El juez, jueza, magistrado o magistrada destinado o destinada en una Sección de Vigilancia 
Penitenciaria podrá compatibilizar las funciones propias de esta Sección con las de otras 
Secciones del orden jurisdiccional penal del mismo Tribunal de Instancia. 

Artículo 93 (se modifica) 

1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia, 
y con jurisdicción en toda ella, existirá una Sección de lo Contencioso-Administrativo. 

2. Cuando el volumen de asuntos lo requiera, se podrán establecer Secciones de lo 
Contencioso-Administrativo en Tribunales de Instancia que tengan su sede en poblaciones 
distintas de la capital de provincia, delimitándose en cada caso el ámbito territorial de su 
jurisdicción. 

3. También podrán crearse excepcionalmente Secciones de lo Contencioso-Administrativo 
que extiendan su jurisdicción a más de una provincia dentro de la misma comunidad 
autónoma. 

4. Las Secciones de lo Contencioso-Administrativo conocerán, en primera o única instancia, 
de los recursos contencioso-administrativos contra actos que expresamente les atribuya 
la ley. 

5. También les corresponde autorizar, mediante auto, la entrada en los domicilios y en los 
restantes edificios o lugares cuyo acceso requiera el consentimiento de su titular, cuando 
ello proceda para la ejecución forzosa de actos de la Administración, salvo que se trate de 
la ejecución de medidas de protección de menores acordadas por la entidad pública 
competente en la materia. 

6. A dichas Secciones les compete igualmente la autorización para la entrada en domicilios y 
otros lugares constitucionalmente protegidos, que haya sido acordada por la 
Administración Tributaria en el marco de una actuación o procedimiento de aplicación de 
los tributos aún con carácter previo a su inicio formal cuando, requiriendo dicho acceso el 
consentimiento de su titular, este se oponga a ello o exista riesgo de tal oposición. 

Artículo 94 (se modifica) 

1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia y 
con jurisdicción en toda ella existirá una Sección de lo Social. 

2. Podrán establecerse Secciones de lo Social en Tribunales de Instancia que tengan su sede 
en poblaciones distintas de la capital de provincia, delimitándose en cada caso el ámbito 
territorial de su jurisdicción. 

Asimismo, las Secciones de lo Social podrán excepcionalmente extender su jurisdicción a 
dos o más provincias dentro de la misma comunidad autónoma. 

http://www.academiatamargo.com/


 

 

 
 

ACTUALIZACIÓN DEL VOL I DE GESTIÓN DEL PRINCIPADO 

 www.academiatamargo.com 
Página 22 

ACADEMIA TAMARGO S.L.U. 
 
ED: noviembre 2024 
 

3. Las Secciones de lo Social conocerán, en primera o única instancia, de los procesos sobre 
materias propias de este orden jurisdiccional que no estén atribuidos a otros órganos del 
mismo. 

Artículo 95 (se modifica) 

En la Villa de Madrid y con jurisdicción en todo el territorio nacional existirá un Tribunal 
Central de Instancia, que contará con las siguientes Secciones: 

a) Sección de Instrucción, que instruirá las causas cuyo enjuiciamiento corresponda a la 
Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional o, en su caso, a la Sección de lo Penal del 
propio Tribunal Central de Instancia y tramitará los expedientes de ejecución de las 
órdenes europeas de detención y entrega, los procedimientos de extradición pasiva, los 
relativos a la emisión y la ejecución de otros instrumentos de reconocimiento mutuo de 
resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley, así como las solicitudes 
de información entre los servicios de seguridad de los Estados miembros de la Unión 
Europea cuando requieran autorización judicial, en los términos previstos en la ley. 

a) En la Sección de Instrucción, los jueces y juezas de garantías conocerán de las peticiones 
de la Fiscalía Europea relativas a la adopción de medidas cautelares personales, la 
autorización de los actos que supongan limitación de los derechos fundamentales cuya 
adopción esté reservada a la autoridad judicial y demás supuestos que expresamente 
determine la ley. 

b) Igualmente, conocerán de las impugnaciones que establezca la ley contra los decretos 
de los Fiscales europeos delegados. 

b) Sección de lo Penal, que conocerá, en los casos en que así lo establezcan las leyes 
procesales, de las causas por los delitos a que se refiere el artículo 65 y de los demás 
asuntos que señalen las leyes. Corresponde asimismo a la Sección de lo Penal la 
ejecución de las sentencias dictadas en causas por delito grave o menos grave por la 
Sección de Instrucción del propio Tribunal Central de Instancia, y los procedimientos de 
decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes. 

c) Sección de Menores, que conocerá de las causas que le atribuya la legislación reguladora 
de la responsabilidad penal de los menores, así como de la emisión y la ejecución de los 
instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea 
que le atribuya la ley. 

d) Sección de Vigilancia Penitenciaria, que tendrá las funciones jurisdiccionales previstas en 
la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, descritas en el 
apartado 1 del artículo 92 de esta ley, la competencia para la emisión y ejecución de los 
instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea 
que les atribuya la ley y demás funciones que señale la ley, en relación con los delitos 
competencia de la Audiencia Nacional. En todo caso, la competencia de esta Sección 
será preferente y excluyente cuando el penado cumpla también otras condenas que no 
hubiesen sido impuestas por la Audiencia Nacional. 

e) Sección de lo Contencioso-Administrativo, que conocerá, en primera o única instancia, 
de los recursos contencioso-administrativos contra disposiciones y actos emanados de 
autoridades, organismos, órganos y entidades públicas con competencia en todo el 
territorio nacional, en los términos que la ley establezca. 

Corresponde también a la Sección de lo Contencioso-Administrativo autorizar, mediante 
auto, la cesión de los datos que permitan la identificación a que se refiere el artículo 8.2 
de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de 
comercio electrónico, la ejecución material de las resoluciones adoptadas por el órgano 
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competente para que se interrumpa la prestación de servicios de la sociedad de la 
información o para que se retiren contenidos que vulneran la propiedad intelectual, en 
aplicación de la citada Ley 34/2002, de 11 de julio, así como la limitación al acceso de los 
destinatarios al servicio intermediario prevista en el artículo 51.2 b) del Reglamento (UE) 
2022/2065 del Parlamento Europeo y del Consejo de 19 de octubre de 2022, relativo a 
un mercado único de servicios digitales y por el que se modifica la Directiva 2000/31/CE. 
Igualmente conocerá la Sección de lo Contencioso-Administrativo del procedimiento 
previsto en el artículo 12 bis de la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos 
Políticos. 

Corresponde a la Sección de lo Contencioso-Administrativo autorizar, mediante auto, el 
requerimiento de información por parte de la Agencia Española de Protección de Datos 
y otras autoridades administrativas independientes de ámbito estatal a los operadores 
que presten servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público y de los 
prestadores de servicios de la sociedad de la información, cuando ello sea necesario de 
acuerdo con la legislación específica. 

Artículo 96 (se modifica) 

1. El Consejo General del Poder Judicial podrá acordar, previo informe de las Salas de 
Gobierno y de las Administraciones con competencias en materia de Justicia, que en 
aquellas circunscripciones donde exista más de una plaza judicial de la misma Sección, 
una o varias de las personas destinadas en ellas asuman con carácter exclusivo el 
conocimiento de determinadas clases de asuntos o de las ejecuciones propias del orden 
jurisdiccional de que se trate, sin perjuicio de las labores de apoyo que puedan prestar los 
servicios comunes que al efecto se constituyan. 

2. El Consejo General del Poder Judicial, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de 
Justicia y con informe favorable de las Administraciones con competencias en materia de 
Justicia en cada territorio, podrá acordar que en aquellas provincias en que existan más 
de cinco plazas judiciales en las Secciones de lo Mercantil de los Tribunales de Instancia 
existentes, uno o varios de los jueces, juezas, magistrados o magistradas destinados en 
ellos asuman con carácter exclusivo el conocimiento de determinadas clases de asuntos 
de entre los que sean competencia de estas Secciones. 

3. El Consejo General del Poder Judicial, con informe favorable del Ministerio de Justicia y, 
en su caso, de la comunidad autónoma con competencias en materia de Justicia, oída la 
Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia, podrá acordar la especialización de una 
o varias plazas judiciales de Tribunales de Instancia de la misma provincia y del mismo 
orden jurisdiccional, estén o no en el mismo partido judicial y, si no lo estuvieran, previa 
delimitación del ámbito de competencia territorial, asumiendo por tiempo determinado 
las personas destinadas en ellas el conocimiento de determinadas materias o clases de 
asuntos y, en su caso, de las ejecuciones que de los mismos dimanen, sin perjuicio de las 
labores de apoyo que puedan prestar los servicios comunes constituidos o que al efecto 
se constituyan. 

En estos casos, los jueces, las juezas, los magistrados y las magistradas que ocupen la 
plaza o plazas objeto del acuerdo de especialización asumirán la competencia para 
conocer de todos aquellos asuntos asignados, aun cuando su conocimiento inicial 
estuviese atribuido a Secciones radicadas en distinto partido judicial. No podrá adoptarse 
este acuerdo para atribuir a los jueces, las juezas, los magistrados y las magistradas así 
especializados asuntos que por disposición legal estuviesen atribuidos a otros u otras de 
diferente clase. Tampoco podrán ser objeto de especialización por esta vía las plazas 
judiciales de las Secciones de Instrucción, sin perjuicio de cualesquiera otras medidas de 
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exención de reparto o de refuerzo que fuese necesario adoptar por necesidades del 
servicio. 

4. Los acuerdos del Consejo General del Poder Judicial a que se refieren los apartados 
anteriores se publicarán en el "Boletín Oficial del Estado" y producirán efectos desde el 
inicio del año siguiente a aquel en que se adopte, salvo que, por razones de urgencia, 
razonadamente se establezca otro momento anterior. 

5. Los jueces, las juezas, los magistrados y las magistradas afectados continuarán 
conociendo hasta su conclusión de todos los procesos que estuvieran pendientes ante los 
mismos. 

Artículo 97 

(Sin contenido) 

Artículo 98 

(Sin contenido) 

 

CAPÍTULO VI. DE LOS JUECES Y LAS JUEZAS DE PAZ 

Artículo 99 (se modifica) 

En cada municipio donde no exista Tribunal de Instancia, y con jurisdicción en el término 
correspondiente, habrá un juez o una jueza de paz. 

Artículo 100 (se modifica el apartado 2) 

2. En el orden penal, conocerán en primera instancia de los procesos por delito leve que les 
atribuya la ley. Podrán intervenir, igualmente, en actuaciones penales de prevención, o 
por delegación, y en aquellas otras que señalen las leyes. 

Artículo 106 (se modifica los apartados 1 y 2) 

1. Las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional ejercen sus 
atribuciones en dichos Tribunales. La de la Audiencia Nacional las ejerce, además, sobre el 
Tribunal Central de Instancia. 

2. Las Salas de Gobierno de los Tribunales Superiores de Justicia ejercen sus competencias 
en el propio Tribunal con respecto a los órganos judiciales radicados en la respectiva 
comunidad autónoma. La Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía 
ejercerá estas mismas competencias en relación con los órganos judiciales radicados en 
las Ciudades de Ceuta y Melilla. 

Artículo 595 (se modifica el apartado 2) 

2. En el En el Consejo General del Poder Judicial existirán las siguientes Comisiones: 
Permanente, de Calificación, Disciplinaria, de Asuntos Económicos, de Igualdad y de 
Supervisión y Control de Protección de Datos. 

 

CAPÍTULO VIII. LA COMISIÓN DE SUPERVISIÓN Y CONTROL DE PROTECCIÓN DE DATOS (se 
añade) 

Artículo 610 ter (se añade) 

1. El Pleno del Consejo General del Poder Judicial elegirá de entre sus Vocales a los 
integrantes de la Comisión de Supervisión y Control de Protección de Datos por un 
mandato de cinco años y designará, entre ellos, a su Presidente o Presidenta. 

2. La Comisión de Supervisión y Control de Protección de Datos estará integrada por tres 
Vocales, dos de ellos del turno judicial y uno de ellos del turno de juristas de reconocida 
competencia. 
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3. La Comisión de Supervisión y Control de Protección de Datos deberá actuar con la 
asistencia de todos sus componentes. 

4. Corresponderá a la Comisión de Supervisión y Control de Protección de Datos el ejercicio 
de las funciones previstas en el artículo 236 octies en relación con los tratamientos de 
datos personales con fines jurisdiccionales realizados por tribunales. Sus acuerdos 
agotarán la vía administrativa y contra ellos cabrá interponer recurso contencioso-
administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo. El 
conocimiento de estos recursos corresponderá a la sección prevista en el artículo 638.2. 

5. Los Vocales integrantes de la Comisión estarán sujetos al deber de secreto profesional, 
tanto durante su mandato como después del mismo, con relación a las informaciones 
confidenciales de las que hayan tenido conocimiento en el cumplimiento de sus 
funciones. 

 

 LEY 50/1981, DE 30 DE DICIEMBRE, POR LA QUE SE REGULA EL ESTATUTO ORGÁNICO 
DEL MINISTERIO FISCAL. (EXTRACTO) 

Artículo 12 (se modifica la letra n) 

n)  La Unidad de Protección de Datos del Ministerio Fiscal 
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